Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 14 minutos) 


La Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Senadores da la bienvenida a los integrantes del Consejo Directivo Central 
de la ANEP y su equipo. Por razones de horario y de respeto a la delegación que nos visita, a pesar de no estar con el quórum 
completo vamos a dar comienzo a la sesión ya que, de todos modos, contamos con la versión taquigráfica. Sabemos que algunos 
Senadores están en camino y comunicamos que también han sido invitados los miembros de la Comisión de Educación y Cultura 
de la Cámara de Representantes, aunque todavía no han llegado. 


Como ustedes seguramente saben, se había intentado aprovechar el tiempo contando con la concurrencia de los integrantes de la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, en la medida en que existen diversos proyectos en ambas Cámaras que, en 
cierto sentido, apuntan a un mismo fin. Intentamos abordar el tema de fondo antes de entrar en ningún proyecto y, para ello, 
queríamos conocer la opinión de las autoridades de la Enseñanza, tal como lo marca la Constitución. 


SEÑOR BONILLA.- En primer lugar, quisiera agradecer por la convocatoria para conocer nuestra opinión. También quisiera 
informar que no contamos con la presencia de la Consejera Carmen Tornaría, quien ha sufrido una pequeña intervención en su 
laringe y se encuentra con licencia, ya que no tiene posibilidades de hablar. 


Efectivamente, la citación fue realizada para que tratemos el proyecto de ley presentado en el Senado. Lo que pasa es que además 
-como bien decía la señora Presidenta- hay sendos proyectos en la Cámara de Representantes, a nivel de Comisiones, que 
abordan la misma problemática. 


Quisiera no ser demasiado extenso porque todos sabemos cuál es dicha problemática. En primer lugar, me gustaría hacer algunas 
referencias al problema y a su dimensión. Para ello traje alguna pequeña información numérica que, además, creo es de interés 
porque señala con bastante claridad el devenir de nuestro sistema educativo. Son datos generales de matrícula y hasta de 
crecimiento de grupos, y hay una información de UTU que estamos reproduciendo para ustedes. Cuando tengan oportunidad de 
visualizarla, los señores Senadores van a advertir que, en términos generales, el sistema educativo uruguayo viene 
experimentando, al menos desde 1999 y 2000, un proceso de crecimiento en cuanto a la matrícula, bastante acelerado y 
consistente. Este crecimiento de matrícula va acompañado -quizás no tanto en el caso de la UTU, porque tiene restricciones 
todavía fuertes desde el punto de vista locativo- de un incremento importante de apertura de grupos. Digo esto, porque es una 
información que debemos tener en el trasfondo de lo que nos preocupa. Hay un número significativo de maestros y de profesores 
que tienen la condición de profesores interinos, y en casi todas las exposiciones de motivos se señala que corren el riesgo de 
perder sus horas de clase. En ese sentido, nos manifestamos en algunas instancias informales y realizamos un pequeño 
intercambio en la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Representantes. 


Nosotros percibíamos el problema, pero no estábamos totalmente de acuerdo en que se tratara de un problema tan urgente como 
se manifestaba en los proyectos. El problema, efectivamente, está en el horizonte, porque tenemos un proceso de egreso 
relativamente sistemático e, incluso, estamos trabajando para que eso se haga cada vez mejor. Sin duda, esa es una de las 
políticas que, a mi juicio, el CODICEN debe llevar adelante, porque se vincula con la profesionalización de la actividad docente. 


De todos modos, en grandes líneas no veíamos ese asunto como un problema inmediato. No negamos que es posible que en 
algunos lugares, en algunos centros del interior, hiciera falta alguna hora o se diera el caso de que ciertos docentes interinos que 
estaban acostumbrados a tener sus horas en el Liceo 1 se vieran desplazados al Liceo 2, pero repito que en grandes líneas no 
percibíamos esta situación como de emergencia. Sin embargo, el problema existe y el CODICEN está completamente conteste en 
aceptar ese hecho y en tratar de resolverlo. 


De cualquier manera, el CODICEN entiende que la mejor política para tratar este problema que tiene que ver con la 
profesionalización de la carrera docente, pasa por la aplicación de una política que podríamos llamar -aunque el término pueda 
resultar un tanto retórico o altisonante- de titulación. Ese es un principio que debemos establecer claramente, porque lo hemos 
aplicado muchas veces. Tan así es que una de las primeras cosas que este CODICEN intentó y llevó a cabo fue que, incluso en un 
proceso de negociación de los proyectos internacionales con el Banco Mundial y con el Banco Interamericano de Desarrollo, se 
incorporaran aspectos relacionados con la formación docente, focalizados y orientados a fortalecer la profesionalización de ellos en 
todo el sistema. 


En el caso del proyecto MECAEP, ya estamos trabajando con un plan nuevo dirigido a maestros que, en nuestra visión, debería 
replantear la formación tradicional de los maestros en una carrera de cuatro años, más sólida de lo que ha sido hasta ahora. 
Incluso, entendemos que esa carrera debería estar actualizada en una serie de capítulos vinculados con nuevas tecnologías, 
lenguas y otros elementos ausentes en el pasado, que ahora no voy a señalar porque los señores Senadores sin duda los conocen. 


En cuanto al otro proyecto, podemos decir que también se vincula a la formación docente y sus programas específicos están 
orientados a fortalecer lo relacionado con la titulación. En primer lugar, una modificación importante que hemos introducido hace un 
año tiene que ver con la formación de los profesores que hacían su carrera de manera semilibre en el interior. Esa formación podía 
considerarse, quizás, no la más apta y, en ese sentido, hemos visto que son muy pocos los profesores formados por esa vía. 
Incluso el costo -no el financiero, sino el personal- para esa gente que viene a dar exámenes libres al IPA, casi trasplantados y sin 
conocer el medio, es realmente muy alto. Por lo tanto, hemos pensado en el diseño de un programa que les permita llegar a ser 
profesores desde el Instituto de Formación Docente (IFD) propiamente dicho, con la intervención de los elementos necesarios para 
garantizar la calidad de la titulación. 


Al mismo tiempo, tenemos en marcha un plan de titulación específicamente dirigido a esta misma población que hoy nos preocupa. 
Se trata de un programa complejo por definición y está pensado para desarrollarse entre 2004 y 2007, si aplicamos una visión 


optimista, ya que tenemos un universo muy grande de profesores interinos, con currículas muy diversas. Por lo tanto, pensamos 
que es preciso diseñar una formación "a la carta", por llamarla de alguna manera. Asimismo, queremos repetir que estamos 
avanzando en el tema de la titulación. 


Finalmente, quisiera informar a los señores Senadores -aunque seguramente ya estarán al tanto de ello- que el CODICEN ha 
puesto en marcha una serie de cursos vinculados a concursos. Ayer terminamos en una inédita videoteleconferencia que cubrió 
diecinueve puntos en el país y donde asistieron -pido a quienes me acompañan que me corrijan si no es así- más de setecientos 
canditatos para presentarse al concurso de Inspectores en todo el sistema. Tenemos en marcha un curso para Directores y 
Subdirectores que terminará en algún tiempo y estaremos habilitados para llamar a concurso para Inspectores y Directores. 
También tenemos pendiente -y eso lo haremos de manera no presencial, a distancia- un curso para Directores efectivos que han 
reclamado ser capacitados. 


Todos estos elementos los traigo a colación para que quede muy claro que la política del CODICEN pasa por la capacitación 
docente y por la titulación como regla fundamental, ya que tenemos que tener en cuenta, quizás en gran medida, los pasos que 
Primaria ha dado en su historia, aproximándonos siempre a ese modelo o a una versión de él, en la medida en que sea necesario. 


Esto es lo que quisiera afirmar como posición de las autoridades educativas, lo cual hemos discutido muchas veces y estamos 
seguros de que, de alguna manera, todos los señores Senadores comparten; en esto no hay ninguna novedad. 


El problema en sí mismo consiste en un universo muy grande. De acuerdo con los trabajos que hemos estado realizando desde 
que recibimos los primeros proyectos, y gracias a un cálculo llevado a cabo por el profesor Carbonell, estimamos un universo muy 
grande, mayor a diez mil personas. Por lo tanto, el problema sí es grande. 


Hay una variable que desconocemos, que refiere a cuántos de los habilitados efectivamente se presentarían a algún proceso, lo 
cual es muy difícil de evaluar. Teniendo en cuenta datos del pasado, sabemos que no siempre hay un porcentaje relativamente 
significativo de habilitados que no se presentan, pero esta es una apreciación que hoy no tiene base empírica. 


No quiero extenderme demasiado, pero básicamente esta es la posición que tenemos con respecto al problema de cómo debemos 
llevar adelante el tema de la profesionalización de la carrera docente y, en este caso concreto, al hecho de que los maestros y 
profesores deberían siempre, en la medida de lo posible, proceder a profesionalizarse por la vía de la titulación y el respectivo 
concurso. 


Dicho esto, quisiera hacer algunas apreciaciones muy generales sobre los proyectos presentados, porque no todos los conocemos. 
Si la Presidencia lo entiende pertinente, tengo una nota muy breve donde se comparan los proyectos. Algunos no pertenecen a 
esta Cámara y no sé si eso plantea algún problema. Si bien se trata de pequeñas anotaciones, me parece que son de interés para 
que después nos refiramos al tema de fondo. 


En primer lugar, el proyecto presentado en la Cámara de Senadores -y en esto no hay diferencias, por lo menos aparentes, con uno 
de los otros proyectos presentados en la Cámara de Representantes- encara sólo el problema de los docentes de Secundaria y no 
toma en consideración la problemática de los docentes del Consejo de Enseñanza Técnica Profesional, tema que entendemos que 
debe ser considerado. El otro proyecto, el presentado por el señor representante Silveira -y hay una larga lista de Diputados- sí 
plantea el problema en ambos Consejos Desconcentrados. 


Tal como está implícito en las palabras introductorias que pronuncié, nos parece que la preocupación del CODICEN no está 
centrada exclusivamente en Secundaria, sino en ambos Consejos, por lo que nos gustaría discutir ese tema; porque más que en 
términos numéricos es evidente que el grueso del problema radica en Secundaria, y no menos importante es para nosotros lo que 
suceda con los docentes de Enseñanza Técnico Profesional. 


La segunda reflexión que entendemos cabe hacerse con relación al proyecto presentado en el Senado, así como también con otros 
terceros proyectos, es que su lógica parece estar basada en una escala vinculada a la antigúedad de la actividad de los docentes. 
En el fondo se utilizan dos sistemas distintos de franjas de antigúedad: a los más antiguos, grosso modo, se les efectiviza por 
méritos, y para aquellos que integran una franja intermedia, se prevén algunas instancias de capacitación o de actualización 
didáctica; mientras que, por último, a los que integran la franja de menor antigúedad, se les requiere un concurso de oposición y 
méritos. 


En este proyecto, así como también en alguno de los provenientes de la Cámara de Representantes, además del criterio 
organizador por la antigúedad de los candidatos, aparece cruzada la variable de la función de la calificación obtenida, que funciona 
como una especie de variable correctora del criterio de la antigúedad. De esta manera, muchas veces la baja calificación, con una 
alta antigúedad, determina que descienda la antigúedad, pasando a la categoría inmediata, por decirlo así. Esta es, en definitiva, la 
mecánica del proyecto de la Cámara de Representantes. 


Un tercer elemento que me gustaría señalar -pues creo que es importante- tiene que ver con los requisitos necesarios para ingresar 
a este sistema de efectivización propuesto. En el proyecto de ley firmado por el señor Representante Amén, se requiere muy 
claramente un mínimo de veinte años de trabajo y puntajes aceptables de inscripción, lo que indica que se trata de una iniciativa 
muy orientada a la franja de mayor antigúedad, pues ya en los requisitos de funcionamiento deja afuera a todos aquellos profesores 
interinos con una antigúedad menor de veinte años. 


En cuanto a los otros dos proyectos de ley, debemos decir que se parecen bastante, pues requieren cinco años de trabajo; en el 
caso de uno de ellos, se trata de cinco años consecutivos, mientras que en el otro se establece que puede haber interrupciones. A 
su vez, en uno de ellos figura un requisito mínimo de treinta años de edad, lo que, según entiendo, no hace a la cuestión porque 
sería una franja relativamente estrecha la que no estaría dentro de esos treinta años. 


Por último, quisiera referirme a otro aspecto que, en nuestra opinión, es importante -aclaro que no estoy comentando los proyectos, 
sino que estoy señalando los puntos que considero de interés para discutir- y que tiene que ver con que ninguno de los dos 
proyectos hace una diferenciación o, por lo menos, hace mención al problema de la existencia de interinos que son egresados, sino 
que, obviamente, se centran en la existencia de interinos no egresados. Sin embargo, hemos detectado que hay un número de 


egresados -que ha sido parcialmente calculado- que no han tenido efectividad y, por lo tanto, también forman parte de este universo 
problemático que hoy nos ocupa. 


Cabe señalar que la ANEP y el CODICEN, con la colaboración de Secundaria y del Consejo de Educación Técnico Profesional, han 
estado trabajando en el problema y ya tenemos pronta una propuesta que podría ser, quizás, una forma de abordar esta cuestión. 
Ella toma algunos de los elementos de los distintos proyectos y es un poco más exigente con relación a ciertos puntos, mientras 
que, tratándose de otros, es más liberal y abierta. Lo que nos guió fue, sobre todo, tratar de ser lo más coherentes posible con 
nuestra preocupación para que la efectividad estuviese respaldada en algún elemento técnico y, por otra parte, que hubiese un 
criterio de justicia lo más amplio y lo menos discriminatorio posible, porque es tal la cantidad de situaciones que se plantean que no 
es sencillo imaginar el mecanismo por el cual se podría poner en marcha este sistema de efectivización. Así, pues, hemos 
elaborado un concurso de méritos y oposición para adquirir el derecho a efectividad en horas de docencia directa en Educación 
Secundaria y Educación Técnico Profesional. Estarían habilitados a concursar docentes no egresados del Instituto de Formación 
Docente, tanto interinos como suplentes -que es una categoría que apareció a lo largo del trabajo- docentes egresados tanto 
interinos como suplentes de los cursos de Formación Docente de todo el país, incluidos IPA, CERP, IFD e, incluso, ISEF. De este 
concurso podrían participar los docentes que se desempeñen o se hayan desempeñado en una asignatura en secundaria o en un 
área del Consejo de Enseñanza Técnico Profesional que integre el ciclo básico de ambos Consejos, a excepción de algunas 
asignaturas que después veremos en enseñanza técnica, o integre los bachilleratos del Consejo de Educación Secundaria, y en las 
áreas de tronco común de los bachilleratos tecnológicos del Consejo de Educación Técnico Profesional. Para los docentes interinos 
no egresados requerimos haber cumplido actividades de docencia directa en carácter interino o suplente por un período no inferior 
a tres años -aquí somos más amplios que en todos los proyectos- completos, continuos o discontinuos en el subsistema y en la 
asignatura o área en la cual aspiran a concursar. Esto implica la no posibilidad de torcer la aspiración. 


En segundo lugar -y nos estamos refiriendo a docentes interinos no egresados- deberán acreditar que han tenido docencia directa 
en carácter de interino o suplente en forma continua o discontinua en el último cuatrienio -este es un concepto que no aparece en 
ninguno de los otros proyectos- es decir, 2000, 2001, 2002 y 2003. La razón por la que se acorta el tiempo tiene que ver, primero, 
porque nos gustaría que el proceso de efectivización se aplique a aquellos docentes que efectivamente están activos, y el año 2000 
nos surgió como una frontera importante porque es allí cuando se empieza a hacer efectiva la salida del mayor número de 
profesores titulados que eventualmente pudiesen haber excluido, de algún lado, a los docentes interinos. Entonces, tomaríamos 
esos cuatro años como período en el cual tenían que haber verificado sus tres años de actividad. 


Como tercer requisito es necesario poseer un informe de la Inspección, con calificación en aptitud docente igual o superior a 71 
puntos en el último trienio de actuación, otorgado por la inspección correspondiente al subsistema y a la asignatura o área para la 
que se prepara o presenta al concurso. En caso de no poseer informe de la Inspección -que es algo que puede suceder- se tomará 
en cuenta el último trienio de actuación y un informe de Dirección que deberá tener un puntaje no inferior a 81puntos. 


Voy a hacer referencia a los requisitos específicos para los docentes interinos egresados. En primer lugar, presentar, obviamente, 
certificado que acredite su egreso de los cursos de profesorado y, en segundo término, acreditar que han tenido docencia en el 
mismo período 2000-2003. 


En lo que hace a los méritos -no debemos olvidar que estamos hablando de un concurso de oposición y méritos- éstos se 
evaluarán según criterios que remiten a un puntaje. Esto es un poco árido y remite siempre a un cálculo algo aritmético, ya que en 
formación docente se adjudican 50 puntos. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Esto es para los egresados? 


SEÑOR BONILLA.- Para todos, señor Senador. Estaba haciendo referencia a los egresados y no marqué el corte; pero, reitero, la 
etapa de méritos se evalúa para todos. Obviamente, el primer mérito que se evalúa es el de formación docente, que vale 50 puntos. 


SEÑOR CARBONELL.- El concurso es para interinos, o sea, para gente que actuó en interinatos o en suplencias. Esa condición 
de interino no excluye la posibilidad de ser egresado. Se incluye a los suplentes, porque no queremos excluir a aquellos que actúan 
en suplencias que se sabe van a durar años completos. Entonces, en el momento de hacer la elección, el individuo no va a tener 
en cuenta el hecho de que sea suplencia, sino que tiene un lugar seguro durante ese año lectivo. Insisto en que el concurso es 
para interinos o suplentes; lo que sucede es que hay interinos o suplentes que, además, son egresados, a los que se les da un 
tratamiento aparte. 


Quería hacer esta precisión a fin de que quede claro a quiénes está dirigido el concurso. Es de allí que surge la condicionante de 
que tengan actuación en el último cuatrienio. Por lo tanto, no se trata de los interinos o suplentes que están trabajando al día de la 
resolución del concurso o en la fecha fijada para él, sino de aquellos que tuvieron actuación en el último cuatrienio y cumplan con 
una de las dos condiciones: ser egresados o, además, tener tres años de actividad continua o discontinua en el cuatrienio o en 
cualquier momento de su historia laboral. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PEREYRA.- Hasta ahora pensaba que estábamos hablando de los concursos para distintos rangos, pero advierto que es 
un solo concurso en el que en la misma bolsa van todos. 


SEÑOR CORBO.- Hay una norma legal vigente, la Ley N* 15.925, que establece que una vez realizados los concursos entre 
egresados, deben hacerse los relativos a los interinos. Entonces, la forma de equilibrar la situación de existencia de un conjunto de 
interinos no egresados que durante años no han tenido concursos, con la de egresados que tampoco han tenido concursos durante 
varios años -aunque los últimos concursos fueron para egresados- es tomar la condición de interino -que lo son tanto los egresados 
como los no egresados- y establecer un concurso único estipulando requisitos distintos para poder ingresar en él. Es así que los no 
egresados deben tener determinada actuación y, por lo menos, 71 puntos, mientras que en el caso de los egresados alcanza con 
exhibir el título. También existe una diferenciación en cuanto al término de las pruebas previstas en el concurso. 


El hecho de que se haga todo en un solo concurso es para poder cumplir con la norma legal vigente que establece que en esta 
oportunidad se llame entre interinos. 


SEÑOR BONILLA.- Quisiera hacer una aclaración. En el caso de los egresados no se trata solamente de exhibir el título, sino que 
es un poco más complejo. De todos modos, estábamos llegando al punto en que se despejan algunas de las dudas que tiene el 
señor Senador. 


En la etapa de los méritos, se consideran los relativos a formación docente para los egresados, de formación general, de aptitud 
docente -que se aplican a las dos categorías de interinos- de antigúedad, de producción intelectual, etcétera. No voy a entrar en el 
detalle pero después lo podemos ver con más detenimiento. Luego aparece una etapa de oposición que está dividida en dos 
instancias: una prueba de conocimiento y el dictado de una clase. Para la prueba de conocimiento, los aspirantes interinos no 
egresados que no acrediten poseer un informe de Inspección de por lo menos 81 puntos, además de la prueba de clase sobre la 
que hablaré posteriormente, deberán rendir, preceptivamente, una prueba de conocimiento sobre la asignatura o área por la que 
concursan, la que se evaluará hasta 120 puntos y tendrá carácter eliminatorio. Reitero que estamos hablando de los interinos no 
egresados que no lleguen a 81 puntos; los otros no tienen por qué pasar por esta prueba de conocimientos. 


En cuanto a la prueba práctica -la del dictado de una clase- se establece que los concursantes interinos no egresados que hubieren 
aprobado la prueba de conocimientos, los concursantes interinos no egresados exonerados de rendirla -porque tenían más 
calificación- y todos los concursantes interinos egresados con título de formación docente, deberán rendir una prueba consistente 
en el dictado de una clase y la posterior discusión del tribunal. Esta se valorará también con 120 puntos y tendrá carácter 
eliminatorio. 


¿Cuál es la lógica de esto? Estamos partiendo de la base de una población que está habilitada y su profesión y su tarea cotidiana 
es fundamentalmente la práctica, la clase. Entonces, hemos dejado la prueba de conocimientos para aquellos sobre quienes 
tenemos indicios técnicos de que pueden tener alguna carencia, porque las calificaciones que han tenido son bajas, y a los demás - 
que van a ser el grueso del universo, posiblemente- les exigimos aquello que ya están haciendo, es decir, una prueba de clase, que 
no debería ser demasiado complicada como tal. 


En definitiva, para decirlo de una manera muy reducida, el grueso de nuestro universo pasaría por un análisis de los méritos y una 
prueba práctica; sólo aquellos interinos no egresados que no alcanzan cierto nivel de calificación pasarían por esta prueba de 
conocimientos adicional, que es eliminatoria. El resto son detalles más técnicos en los que no vale la pena entrar, salvo que en 
algún momento surja algún punto específico. 


Me parece importante mencionar algunos elementos que también hemos evaluado cuando elaboramos esta propuesta. 


En primer lugar, como bien señalaba el Consejero Corbo, desde el punto de vista legal es necesario que realicemos llamados. En 
efecto, el numeral 4* del artículo 19 de la Ley N* 15.739, que fue modificado por la Ley N* 15.924, establece: "a) Proveer mediante 
concurso de méritos y oposición entre docentes provisionales o, en su defecto, mediante concurso de oposición libre, los cargos de 
profesor de Educación Secundaria y Técnico-Profesional, en los casos que existan horas o cargos vacantes luego de realizado el 
concurso para egresados de los Institutos de Formación Docente". 


Es decir que lo que estamos pensando como un gran concurso para regularizar y para proveer la efectividad de los interinos tiene 
como requisito, legalmente, que haya habido un concurso para egresados de los Institutos de Formación Docente. Los Consejeros 
de los Consejos Desconcentrados han realizado una investigación muy cuidadosa y en Secundaria, en principio, no tenemos 
problemas; se han concursado todas las materias desde 1986 a 1999, salvo Geología. 


SEÑOR CARBONELL.- En ese caso no hay egresados; por lo tanto no hay forma de hacer un concurso. 


SEÑOR BONILLA.- En el Consejo de Enseñanza Técnico-Profesional tenemos cuatro áreas: Derecho, Filosofía, Francés -que ya 
no es curricular- y Educación Cívica. Es decir que tendríamos que encontrar una solución para sortear el problema de estos cuatro 
concursos que deberían llevarse a cabo para los profesores egresados que, por ley, deben preceder a este concurso que estamos 
planteando. 


Otro punto importante, que no es menor, es que debemos prever los efectos presupuestales, en este caso, tanto de nuestra forma 
de ver el concurso como de las diferentes propuestas parlamentarias. El artículo 29 del Estatuto de los Funcionarios Docentes de 
ANEP establece que los docentes que ejerzan la función en carácter interino tienen derecho a percibir las diferencias salariales 
correspondientes al grado que ostenten, según el tiempo trabajado. Esta disposición es exclusivamente a los efectos 
remuneratorios y, en tal sentido, los docentes interinos con título habilitante percibirán el 100% de la diferencia de grado y, sin 
embargo, los interinos sin título perciben el 50% de la diferencia de grado. Presumiblemente, al hacerse efectivos, si los cargos dan 
bien, van a percibir el 100%, lo cual va a tener un impacto presupuestal que hay que evaluar. 


Por otra parte, y relacionado con lo anterior, debemos tener en cuenta que sobre el salario base se calcula una serie de 
compensaciones como, por ejemplo, tener más de 25, 28 ó 32 años de trabajo. Así como los aportes patronales indefectiblemente 
se incrementarán, igualmente habrá que tener en cuenta las previsiones relativas a las compensaciones del 7,5% por titulación y 
del 12,5% y 2,5% por capacitación del Consejo de Enseñanza Técnico-Profesional. 


No quiero extenderme mucho más, pero quiero señalar que tenemos mucho material aquí. Este es un tema muy técnico y el 
Consejo Directivo Central ha trabajado con cuidado y con intensidad, prácticamente, el último mes, y hemos llegado a unas bases - 
las he tratado de resumir- que nos parecen relativamente razonables. Esta sería la propuesta que tiene la educación ante la 
inquietud, que todos compartimos, acerca de cómo resolver el problema de los profesores interinos, sean titulados o no. 


SEÑOR HERRERA.- Fui tomando algunas notas rápidas a medida que escuchaba al licenciado Bonilla. 


Es cierto que en la exposición de motivos parecería que este proyecto estuviera referido solamente a interinos no egresados, pero 
luego el articulado no hace distinción. Incluso, el artículo 1% comienza diciendo " Todos aquellos docentes interinos", con lo que la 
exposición de motivos quedaría relegada a lo que, en definitiva, el texto del proyecto -si fuera aprobado- alcanzaría a todos y no 
habría necesidad de establecer allí distinciones, salvo mejor opinión. 


Por otro lado, coincido en que si hay suplentes debemos establecer para ellos las mismas opciones que las de los interinos. Digo 
esto porque, fácticamente, debe ser una situación muy similar la de un interino que la de un suplente. 


Debo confesar que establecer puntajes en la ley me pone un poco nervioso y me preocupa, porque luego éstos se modifican. No sé 
si el propósito fue el de incluir en el texto de la ley lo de los 81 puntos, etcétera; si no fuera así, me quedaría más tranquilo. En el 
proyecto de ley del señor Senador Correa Freitas también hay una calificación a través de los conceptos de aceptable, bueno, 
etcétera, que podrían corresponderse a determinados puntajes. 


Por último, el tema de cómo se hace cada concurso creo que también es competencia del CODICEN y de los Consejos 
Desconcentrados, por lo que no deberíamos pronunciarnos en el texto del proyecto de ley. Digo esto para entender cabalmente lo 
que plantea el Presidente del CODICEN. Hay cosas que se plantean como propuestas para ser incorporadas en el texto de la ley, y 
otras que son comentarios. Es decir, si el CODICEN pretende ser más abierto o generoso en el sentido de que se exijan tres años 
en vez de cinco, no necesariamente ininterrumpidos, y en la ley sí ponemos que se necesitan por lo menos cinco años 
ininterrumpidos, luego no se podría hacer una interpretación del estilo que plantea el Presidente del CODICEN, pues estaríamos 
constriñendo a aquellos interinos -supongamos que incluimos también a los suplentes- que tengan al menos cinco años. Entonces, 
si el propósito del CODICEN es llevar a tres años no necesariamente ininterrumpidos, habría que modificar el texto de la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera realizar unos comentarios si me lo permite la Comisión, ya que al estar en la Presidencia me 
resulta algo incómodo. 


Aquí hay una postura que no está en consideración porque, obviamente, no se materializa en un proyecto de ley. Hay quienes 
estamos absolutamente en contra de que se legisle sobre esto, porque pensamos que no tenemos derecho a hacerlo. No quiero 
entrar al fondo de la cuestión porque acá se ha invitado a los representantes del CODICEN para que den su opinión sobre los 
proyectos de ley; pero, como decía, hay una postura que no está escrita porque, justamente, no termina en un proyecto de ley, y 
que creo tiene que ver con lo planteado por el CODICEN, en cuanto a que el propio CODICEN regule sus concursos y las formas 
como se egresa. En este sentido, puedo tener una opinión positiva o negativa, pero lo que no compartimos es que se legisle y que 
la efectividad se dé por ley, aunque ésta sea una postura que no esté plasmada en un proyecto. Pensamos que esto es potestad de 
la ANEP y de los Consejos Desconcentrados. 


Debo señalar que tenemos opinión formada al respecto, tanto en lo que tiene que ver con la Bancada como desde el punto de vista 
personal por mi condición de docente. Entonces, queremos dejar expresado que acá el bien a tutelar en primerísimo lugar, por 
parte nuestra, son los muchachos. Puedo opinar sobre todo y tener muy en cuenta la situación, que creo que es mala -como le dije 
en broma al licenciado Bonilla, se ha ahorrado una cantidad de dinero, mal ahorrado desde mi manera de ver, en el tema de los 
interinatos y las suplencias por todo lo que él señalaba que implicaba del punto de vista presupuestal- pero quiero dejar 
absolutamente en claro que hay quienes estamos en desacuerdo con que el Parlamento legisle sobre esta materia. Si mal no 
recuerdo, en el único momento en que se hizo efectivo esto, fue durante la dictadura, y luego de ésta, a nivel docente y sindical 
estuvimos de acuerdo con que se dejara a los docentes y fueran a concurso las direcciones y las inspecciones. En lo personal, 
tengo muy claro que hoy representa una salida laboral, cosa que lamento, y que la situación -con distintos grados- se da, sobre 
todo en el caso de UTU donde el tema es más abigarrado, incluso hasta pensando en los concursos, por la diversidad de 
asignaturas, puesto que esto tiene que ver con la formación docente y con la existencia de los Institutos de Formación Docente y 
de capacitación, tal como el INET u otros. Pero considero que acá a quien debemos defender es a los muchachos. Por lo tanto, los 
muchachos se merecen tener docentes capacitados, que hayan accedido a la función por medio de cursos y concursos. Queremos 
que esto quede claro, porque se trata de un tema que hoy está en debate y, en lo que me es personal, he recibido muchísimas 
delegaciones preocupadas por el asunto. Comprendemos la situación laboral y nos preocupa, pero pensamos que la salida tiene 
que ser la realización de cursos y concursos por parte de la ANEP y no que los Legisladores definamos notas, tiempos o méritos. 
Todo eso está dentro de las competencias de la ANEP. 


Reitero que me interesa que esto quede claro porque no se ha presentado como una segunda opción en la Comisión; hasta ahora 
la única opción era la de los proyectos, pero nuestra posición es la de no compartir que se legisle, sino que sea la ANEP quien 
llame a concurso para que las personas egresen y se titulen; aquellos que no estén en condiciones de concursar tampoco estarán 
en condiciones de dar clases. 


SEÑOR PEREYRA.- Deseo dejar constancia de que comparto en términos generales la posición que acaba de señalar la señora 
Presidenta. 


La primera vez que el Parlamento legisló en estos temas fue antes de la dictadura, dando efectividad a una cantidad de docentes 
que no la tenían, con lo que se apartó de un camino tradicional en Enseñanza Primaria que era el del concurso. Desde entonces 
mantenemos la posición que acaba de señalar la señora Presidenta, en el sentido de que entre las facultades inherentes al 
CODICEN -que tienen que ver con su autonomía y con el grado de especialización- está la de orientar los concursos. Lo que puede 
hacer la ley es lo que ya ha hecho, que es señalar que el derecho se adquiere por concurso; pero todo lo relativo a cómo deberá 
ser el concurso y a quiénes tiene que abarcar, debe ser decisión de un organismo especializado. 


SEÑOR BONILLA.- Anteriormente dije que el proyecto de ley no establecía una diferenciación clara entre interinos egresados y no 
egresados; no quedaba claro porque, dejando de lado la exposición de motivos, el texto hablaba genéricamente de interinos. De 
todas formas, me parece que es un punto menor. 


Con respecto a las manifestaciones del señor Senador debo decir que, en realidad, el CODICEN no viene aquí a hacer propuestas 
con respecto a los textos legales; simplemente pretendemos hacer los comentarios mínimos que consideramos pertinentes. Por 
otra parte, trajimos una resolución del CODICEN que determina la realización de un concurso, lo que entendemos está dentro de 
nuestras competencias y busca atender un problema que se viene arrastrando desde hace unos cuantos años, que es de gran 
magnitud, por lo que será necesario realizar un enorme esfuerzo administrativo y financiero. Pero nuestra competencia llega hasta 
la posibilidad de hacer un concurso. El Poder Legislativo, por su parte, podrá tomar otros caminos, pero nuestra opinión es que el 
camino correcto y el que la educación tradicionalmente ha defendido, es el de la profesionalización docente -que ya explicamos en 
términos generales- a través de los procesos de formación, del egreso, de la titulación y del concurso. Reitero que nuestra 
competencia sólo llega hasta aquí. 


SEÑOR HERRERA.- Esta precisión me parece importante, pues quizás yo no comprendí exactamente lo que había expuesto el 
licenciado Bonilla al principio. Realmente pensé que se trataba de opiniones del CODICEN respecto al texto de la ley, con la 


expectativa de que pudieran ser incluidas. Advierto ahora que estamos hablando de una resolución del CODICEN que, en 
definitiva, ejecutaría lo mismo que persigue el proyecto de ley, y creo que haría todavía más fácil toda la ejecución. 


De todas formas me surgen algunas dudas. Según la suma que se hizo más temprano, creo que los docentes eran alrededor de 
diez mil, y me pregunto en qué tiempo podría el CODICEN instrumentar esos concursos. En realidad, lo que hay detrás de todo 
esto es un fuerte impulso por tratar de terminar con la incertidumbre y la inestabilidad de interinatos y -agrego ahora- de suplencias. 
Esto es lo que me preocupa. 


SEÑORA POU.- Surge claro que los proyectos de ley, tanto de la Cámara de Representantes como el que tenemos en el Senado, 
están respondiendo a que ambas ramas del Parlamento somos caja de resonancia de las inquietudes de los grupos que nos han 
venido a plantear sus situaciones. 


En definitiva, si vamos hacia atrás en la historia, todo esto surge porque durante equis tiempo no se han hecho concursos - 
seguramente la responsabilidad no es de ninguno de los que están sentados frente a mí, sino que la debemos asumir todos como 
país- y de alguna manera no se han respetado los mecanismos. Evidentemente, es mejor no tener que legislar en esto y que los 
mecanismos funcionen como debieran, pero si la presentación de los proyectos de ley provoca que comience funcionar el 
mecanismo que debió haber existido siempre -y aspiramos a que sea como lo describió el Presidente Bonilla cuando mencionó que 
está en marcha- por lo menos se cumple el objetivo de esas iniciativas, que era poner en marcha algo que, por determinadas 
razones, estaba detenido en el país. 


Como muy bien decía la señora Presidenta, esta situación es la que ha provocado que nos visitaran innumerables delegaciones, 
que hemos recibido en forma conjunta como Comisión, o particularmente cada uno de los señores Senadores. 


Me afilio, por cierto, a la tesis de la señora Presidenta y del señor Senador Pereyra en cuanto a quiénes son los que deben opinar 
acerca de este asunto y cómo. También comentábamos con el señor Senador Herrera la preocupación de tener que resolver -visto 
que no se han hecho concursos durante tantos años- diez mil casos, sobre todo por el tiempo. 


SEÑOR BONILLA.- Tenemos una resolución, que data de algunos días, donde está previsto hacer un llamado a concurso en el 
período de dos semanas, que iría del 20 al 31 de octubre. Obviamente una operación de este tamaño nos obligará a una 
planeación compleja. En un momento pensamos en poder hacer la prueba de práctica en el correr de este año, pero estamos 
demasiado cerca del final del año lectivo, por lo que no vamos a tener clases disponibles para que este número de profesores 
puedan llevar adelante las prácticas. Por consiguiente, invertimos el procedimiento -por lo menos en la planeación que se está 
haciendo- y empezaríamos con el tratamiento de méritos, lo que no tendría publicidad a fin de que el efecto de su puntuación no 
repercutiese sobre el resto del concurso. A principios del año que viene pasaríamos a la prueba de conocimientos para aquellos 
que por sus calificaciones deban pasar por ella -que sería un universo más pequeño que los diez mil- y una vez estabilizada la 
docencia en los diferentes establecimientos -tal vez hablemos de abril- podríamos hacer las prácticas. De esta forma, a mediados 
del año que viene estaríamos en condiciones de fallar sobre este gran concurso, que tal vez sea histórico en la educación del país 
debido a su dimensión. 


Estoy respondiendo un poco el tema de los tiempos sobre el que preguntaba el señor Senador Herrera. 


SEÑOR CARBONELL.- Quizás porque hace 37 años que estoy trabajando dentro del Consejo de Educación Secundaria, quería 
traer un poco la impresión de aquellos que hace mucho tiempo estamos allí. 


Hubo concursos, llamémosle masivos -por decirlo de alguna manera- en los años 1967 y 1968, donde se concursó en todas las 
asignaturas, por oposición libre, oposición y méritos, y méritos. Puedo decir que esto me consta, porque ingresé en uno de ellos. 
De modo que habría dos antecedentes en ese sentido. Esos concursos se realizaron porque se estaba planteando lo que en aquel 
momento se llamaba el Movimiento Nacional de Precarios, que terminó en el artículo 410 de la Ley N* 14.106, si no me equivoco 
de enero de 1973. Dicha ley se aprobó en una fecha medio insólita, porque se trataba de la Ley de Presupuesto. Habiendo vivido 
eso desde dentro, conocemos el efecto que ese hecho produjo. 


Dicho artículo pretendía amparar a quienes estaban en esa situación, pero por una interpretación del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, se alargó en el tiempo y recién logramos una especie de acuerdo a partir de la fecha de aprobación del Estatuto del 
Funcionario Docente, después de reintegrada la vida institucional en el país. Hasta esa fecha se consideraban tres años de 
antigúedad sin informes desfavorables -eso era lo que se decía- para que se regularizara. 


A mi criterio, la ley tenía, como ahora tienen los proyectos, una intencionalidad que no se basa solamente en los problemas 
laborales de la gente, sino también en el reconocimiento a personas que lo merecen. Enseñanza Secundaria se mueve de forma 
diferente a Enseñanza Primaria y ha habido gente brillante que no sólo está en una situación laboral particular sino que también 
merece el reconocimiento por haber permitido que el servicio se abriera y se mantuviera durante muchísimos años. A esa gente es 
a la que se ha tratado de proteger en su situación laboral, cuando ésta comienza a peligrar. Creo que ahora es importante tener esa 
situación presente. 


En el Consejo de Secundaria -tengo los elementos en las actas de las sesiones- a partir del inicio de este Período, se ha hablado 
permanentemente de la realización de concursos, porque estábamos buscando alternativas que atendieran la situación de estas 
personas. 


En muchos casos, los concursos tradicionales -desde 1966 ó 1967- no atienden la situación de personas que son docentes 
brillantes y que posibilitaron el crecimiento de la matrícula de Secundaria y que se llevara y se mantuviera el servicio en zonas 
donde no lo podíamos brindar. Por ejemplo, en aquel momento en el concurso de matemáticas nos inscribimos unas seiscientas 
personas y después de varias depuraciones quedamos treinta y cinco. Entonces, como verán, el concurso no facilitó que se 
resolviera el problema laboral de la gente que se encontraba en esa situación. 


Para tratar de conciliar esa situación con lo que son los concursos nos demoramos más de la cuenta, pero a principios de este año 
elevamos un planteamiento al CODICEN. Hoy lo que se está planteando es una alternativa a los proyectos de ley, pero lo que le 
estamos diciendo a los Legisladores es que quienes tenemos experiencia en el servicio entendemos que es mejor solución un 


concurso que un proyecto de ley. Este concurso que el CODICEN ha aprobado ahora pretende contemplar todos los aspectos. En 
primer lugar, que una persona que no esté realmente capacitada tenga una instancia en la que sea evaluada, porque por medio de 
aquel famoso artículo 410 de la Ley N* 14.106 entró mucha gente que no estaba en condiciones de hacerlo. En esa bolsa entró 
mucha gente, y entonces sucede que algunos que eran muy buenos docentes, quedaron estigmatizados por haber ingresado a la 
efectividad a través de esa ley, ya que se mezclaron unos con otros y hoy por hoy no pueden acceder a una cantidad de cargos en 
Educación Secundaria. 


Por lo tanto, estamos buscando una alternativa que se compadezca con la visión que los docentes tenemos desde dentro y que, al 
mismo tiempo, dé a determinadas personas la oportunidad de que sigan trabajando y de que tengan una consideración; esto no es 
sólo por resolverles un problema laboral, sino también porque se lo merecen desde el punto de vista ético en función de lo que han 
representado. 


Los últimos concursos que Enseñanza Secundaria realizó fueron en 1992, para aquellos que cumplían exclusivamente con la 
condición de ser interinos: tres años de antigúedad en el momento del concurso. Esto era lo que se pedía tradicionalmente en 
Enseñanza Secundaria. Si esto hubiera resuelto el problema a toda esta gente, creo que a esta altura ya no tendríamos que estar 
hablando de otra cosa porque muy poco tiempo después comenzamos con una expansión. Ésta, primero, fue renga, porque los IFD 
del interior empezaron a instrumentar las carreras sólo con el tronco común y tenían que venir a dar examen libre a Montevideo; 
luego, ya en una situación mucho más racional y posibilitadora -la de los CERP- pueden vivir y hacer toda la carrera, de manera 
que el problema quedó resuelto. 


Hoy tenemos problemas con personas que tienen antigúedad y buenas calificaciones, pero que han sido desplazadas. Yo diría -con 
todo respeto hacia lo que ha dicho el Presidente del CODICEN- que es un poco más que aquello del Liceo 1 al Liceo 2. Ya hay 
gente que ha quedado fuera o que ha tenido que ir de Rivera a Tambores, lo que no es nada cómodo. Conozco personas que están 
en esa situación. Hay gente que se quedó sin horas en algunas asignaturas y otra que se ve obligada a realizar traslados que, por 
más que los pasajes se les paguen, insumen un tiempo que también representa un costo que, obviamente, el Estado no va a 
devolver. 


Entonces, ahora el planteamiento está dado en términos de docentes con tres años de antigúedad continua o discontinua y con 
actuación en el último cuatrienio. Lo de la actuación en el último cuatrienio como interinos o suplentes nos está garantizando que 
ninguno de los que haya sido desplazado por los egresados -quienes automáticamente pasan a integrar la categoría ll B en la lista 
de interinos y, por lo tanto, están por encima de todos los otros interinos, cualquiera sea la antigúedad y la calificación que tengan- 
quede fuera. Si tiene 81 puntos o más de inspección, se está dando por sobreentendido que el individuo ha respondido frente al 
Inspector de una cierta manera que asegura que tiene conocimientos sobre la asignatura, ya que de lo contrario no hubiera podido 
obtener ese puntaje. Lo que se le está pidiendo es que dé una clase en la que mostrará si está en condiciones o no de darla, y 
luego de ella, tendrá una hora para discutir con el Tribunal sobre cuáles fueron los fundamentos de los lineamientos principales que 
realizó. 


Quiere decir que hay un aspecto de metodología que va a quedar muy en evidencia y que va a obligar a que el individuo tenga un 
mínimo de posibilidades para desempeñarse. Si está entre los 71 y 80 puntos, tiene que dar primero la prueba de conocimiento y 
luego la clase. 


Por su parte, los egresados, en este caso y por única vez, están exactamente en las mismas condiciones que quienes tienen 81 
puntos o más. Eso no significa que se esté sustituyendo al concurso de egresados que en los últimos tiempos ha sido 
exclusivamente de méritos, y que se podrá realizar el año que viene para aquellos egresados -que existen- que no han tomado 
horas de clase. 


De esa manera completaríamos el panorama y tendríamos una solución, no para todos, pero sí para quienes han podido demostrar 
una actuación que conceptualmente se considera de "Bueno" o más, que es la correspondiente a la franja que va de los 71 a los 81 
puntos, de acuerdo con lo que establece el Estatuto. La franja de 81 o más puntos significa "Muy bueno". En definitiva, a quienes se 
encuentran en esas categorías los estaríamos considerando. 


SEÑOR CORBO.- Por la posición institucional que nos toca ocupar en este momento como miembro del Directorio de la ANEP y en 
virtud de una larga convicción personal quisiéramos reivindicar, en primer término, la autonomía técnica del ente en la materia que 
nos ocupa. Nos parece fundamental señalar que entendemos que debería quedar en el ámbito de la autonomía técnica del ente la 
opción de las acciones administrativas que determinan los requisitos técnicos para, a través de la vía del concurso y no por la de 
una norma legislativa, llegar a la efectivización de los docentes. 


Como los señores Senadores saben, desde la aprobación de la segunda Constitución de la República, en virtud de la introducción 
del célebre artículo 100, elaborado por el Constituyente doctor Martín C. Martínez, el sistema constitucional uruguayo prevé la 
descentralización por servicios, teniendo dentro de ella el grado mayor la autonomía de los Entes Autónomos. Asimismo, en lo que 
respecta a este grupo, la mayor autonomía corresponde a los entes de enseñanza. Entre ellos, que son dos, la Universidad de la 
República y la ANEP, se puede apreciar que desde 1928 no ha habido ningún intento de legislación en lo que tiene que ver con los 
aspectos técnicos, sin que afecte a los exámenes o al concurso del personal. 


En 1928 hubo una iniciativa vinculada a los exámenes, que dio origen a un temperamento muy sólido de reivindicación de la 
Universidad a través de un célebre informe del doctor Justino Jiménez de Aréchaga y del doctor José Pedro Varela. Desde 
entonces, nunca hubo un intento de legislar en esta materia dentro de la Universidad. Lamentablemente, sí hubo varios intentos en 
este sentido con respecto a los otros entes de enseñanza, actualmente bajo el ámbito de la ANEP. Esto ocurrió no solamente como 
se señalaba aquí, antes de la etapa de facto, sino después de finalizada ésta, luego de restablecerse la democracia, al sucederse 
varias iniciativas legislativas. 


En todas las circunstancias en que ha habido iniciativas de este tenor, los distintos organismos de enseñanza han sostenido 
siempre la postura de reivindicación de la autonomía técnica del ente. Quiero recordar aquí, especialmente, la primera de ellas, 
correspondiente al CODICEN presidido por el doctor Juan Pivel Devoto, quien frente a un proyecto de ley considerado en el 
Senado, hace una nota de reivindicación con fecha 11 de noviembre de 1987 y marca una posición que consta en la versión 
taquigráfica de la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del Senado de fecha 10 de mayo de 1989. En ese documento ya 


se expresaban, con respecto a los proyectos de ley vinculados con los concursos, dos puntos fundamentales para el CODICEN. El 
primero tenía que ver con que esas iniciativas no podían posponer a los egresados, es decir, a quienes habían hecho una carrera, 
se habían capacitado y habían logrado un título para ejercer la docencia. Quiere decir que lo que se reivindicaba era que de 
ninguna manera se podía poner en un segundo plano a los docentes que habían alcanzado un título. Precisamente, la iniciativa que 
el CODICEN presenta hoy aquí como resolución, pretende evitar que por una norma legislativa puedan quedar pospuestos aquellos 
que han alcanzado el título a través de la carrera docente. 


La segunda reivindicación era que el concurso fuera efectivamente concurso; es decir, que no podía ser solamente una 
presentación de papeles sin la existencia de una prueba objetiva que pudiera establecer ante un tribunal que efectivamente se 
tenía la idoneidad para el ejercicio de la docencia. Ese aspecto es fundamental para el sistema educativo porque es un elemento 
que permite regular la ideoneidad para el ejercicio de la docencia; pero me parece, también, que es un elemento de justicia -y así lo 
señalaba en una oportunidad que tuvimos una reunión en el CODICEN con algunos señores Legisladores- para los propios 
docentes que por muchos años han venido ejerciendo la docencia a cabalidad, con responsabilidad aun no teniendo título, poder 
decir: "Yo soy efectivo porque gané un concurso ante un tribunal y no porque me validaron unos papeles". Este elemento también 
es de justicia para aquellos que con vocación y con responsabilidad han ejercido la docencia durante muchos años en la 
Administración Nacional de Educación Pública y que me parece que tienen el derecho de ganarse la efectividad por una vía que 
puedan exhibir y que les dé la idoneidad suficiente; es decir, que puedan cohonestar con esa actuación ante un tribunal y con el 
dictamen de éste, que han ejercido a cabalidad la docencia y que están preparados con idoneidad para ello. 


Estos dos aspectos fueron reivindicados aquí. 


En un libro clásico coordinado por el doctor Daniel Hugo Martins, el doctor Gonzalo Aguirre sostenía, en un famoso artículo, que 
para él la autonomía de los entes de enseñanza no sólo implica un descenso total de los poderes de administración, en un sentido 
que ya nadie discute, el grado máximo de la descentralización, sino que también supone un descenso amplio de poderes de 
legislación material en el ámbito de la especialización del ente. O sea que lo que el doctor Gonzalo Aguirre reivindica es que la 
autonomía no implica solamente un descenso de poderes de la administración, es decir, el Poder Ejecutivo, sino también un 
descenso de poderes de legislación, es decir, del Parlamento hacia el ámbito de la autonomía del ente. 


El doctor Jiménez de Aréchaga, en el Tomo VII de "La Constitución Nacional", decía que no hay nada más importante que reclamar 
absoluta autonomía para el establecimiento de las reglas a las cuales habrá de ajustarse la selección y formación del personal 
docente; que lo demás es lo de menos. Señalaba, asimismo, que desde que la Universidad, Enseñanza Secundaria o Primaria 
pierden el poder de regular por sí mismas el sistema de ingreso y de promoción de sus profesores, el resto de la autonomía no les 
servirá absolutamente para nada, porque instituciones culturales e instituciones docentes son sustancialmente profesores. 


Creo que aquí hay una doctrina perfectamente establecida a nivel nacional que precisamente reivindica este aspecto de la 
autonomía, que si en algo vale en lo técnico es fundamentalmente en lo que tiene que ver con la regulación de los criterios de 
promoción, efectividad, concurso, etcétera, de los docentes. Como dice muy bien Jiménez de Aréchaga, fundamentalmente una 
institución docente son los docentes; ellos son los que hacen la institución. 


Dicho esto, también quiero señalar que por algo surgen estos proyectos, estas iniciativas, y allí concuerdo con el señor Senador 
Herrera cuando se refiere a la incertidumbre y a la inestabilidad a la que se enfrentan docentes que vienen ejerciendo esta función 
durante muchísimos años, a veces, durante décadas. Es lo que señalaba la señora Senadora Pou en el sentido de que el 
Parlamento -y vaya si nosotros sabemos de ello, también por experiencia personal- es una caja de resonancia de lo que pasa en la 
sociedad. 


Estamos ante un hecho evidente. Si no me equivoco, desde el año 1999 en Enseñanza Secundaria no ha habido concursos de 
egresados. A su vez, desde el año 1993 -en que se realizaron concursos de todas las categorías para todos los docentes- a la 
fecha, no ha habido concursos entre interinos no egresados. Esto ha generado una situación de hecho que se refleja en la 
inestabilidad y en la inseguridad de quienes han ejercido la docencia durante muchos años. Creo que lo que hacen los proyectos 
de ley es, precisamente, recoger esta inquietud y, a mi juicio, son válidos en el sentido de que han estimulado a las propias 
autoridades de la Educación a tomar cartas en el asunto y a efectivizar un instrumento que permita salir de esta situación. Por mi 
parte, considero que ese instrumento es el que hoy se ha presentado como resolución del CODICEN, que llama a concurso para 
todas las categorías de docencia directa de Secundaria y de Educación Técnico-Profesional, salvo lo que tiene que ver con algunas 
especialidades técnicas, en las que se requerirá un concurso con la especialidad consiguiente. 


Lo que hemos intentado reflejar en esta resolución tomada en el ámbito de la ANEP ha sido, ante todo, no postergar a aquellos que 
han conseguido el título a través de una carrera de cuatro años, en la que han debido dar muchos exámenes y estudiar 
sistemáticamente, pues se han formado específicamente para ello. Esta es -tal como lo señaló al principio de su exposición el 
Presidente del CODICEN- la política del ente: estimular la carrera docente y que esa sea la vía natural por la cual se llegue a la 
docencia. Por eso hemos buscado incorporar a este concurso a los titulados, es decir, no dejar de lado a aquellos que todavía no 
han logrado la efectividad, por lo que son interinos, al igual que los otros; pero, al mismo tiempo, hemos tratado de dar una solución 
para los interinos no egresados que desde hace años vienen actuando en el sistema. En suma, hemos conciliado esos dos 
aspectos. 


También hemos pensado en lo siguiente. Si vamos a atender este elemento de realidad existente durante una década, en la que no 
ha habido concursos para interinos, hagámoslo sin perder un criterio que está en la base de la especificidad técnica y que 
constituye, de alguna manera, la garantía de lo que un servicio educativo debe dar a sus alumnos. No perdamos el concurso, su 
validez y su integridad, y para no perderlo, no puede tratarse simplemente de presentar papeles, sino que debe existir, 
necesariamente, un tribunal y una prueba. Entonces, lo que hemos hecho ha sido determinar dos niveles de prueba, en función de 
los puntajes que en esa actuación los docentes han recibido. Así, si han obtenido un "Muy Bueno" o un "Excelente", tendrán que 
dar una prueba de clase y luego tener una presentación del tema frente al tribunal, mientras que si no han alcanzado dichos 
puntajes, deberán rendir dos pruebas y mostrar una mayor idoneidad haciendo una segunda prueba de conocimiento. Creemos 
que esto permite consultar el interés de toda la gente, sin perder de vista la importancia que el concurso tiene como única vía 
idónea para alcanzar la efectividad en los ámbitos de la enseñanza. 


En definitiva, lo que hemos buscado ha sido conciliar o equilibrar esos elementos de la realidad, tratando de llegar a una solución 
que resulte satisfactoria. Obviamente, no hemos puesto la valla tan alta que al final sea insuperable o superable sólo por muy 
pocos, porque entonces ocurriría -tal como lo señalaba el profesor Carbonell- que no obtendríamos el resultado esperado, pues 
solamente un pequeñísimo porcentaje alcanzaría la efectividad a través del concurso; pero tampoco hemos desmontado tanto el 
concurso que al final resulte no ser un concurso, porque en verdad creemos que él es básico para la integridad de la idoneidad 
técnica en el servicio. Por mi parte, considero también que se relaciona con un elemento de respeto para con todos aquellos 
docentes que, con propiedad, con convicción, con vocación y responsabilidad, han ejercido la docencia durante todos estos años. 
Realmente, me gustaría que todos ellos pudieran exhibir su condición de efectivos, ganada ante un tribunal y mediante un concurso 
real, porque me parece -reitero- que esto tiene mucho que ver con el respeto de su condición o de la función que han abrazado, 
seguramente con mucho calor, interés y responsabilidad. 


De manera que, con mi intervención, pretendo destacar que es opinión unánime del Consejo que esta resolución se tome por la vía 
de una acción de la Administración -en este caso, de la ANEP- y no por la vía legislativa; a su vez, reivindicar el ámbito de la 
autonomía técnica y reconocer también que los proyectos de ley han jugado un papel importante porque como caja de resonancia 
han tomado una realidad existente en la sociedad uruguaya, la han colocado arriba de la mesa y nos han incentivado a todos a 
buscar los caminos de solución que pudieran articular equilibradamente este interés real de un sector de funcionarios docentes, con 
los criterios de idoneidad técnica que deben exigirse en el ámbito de la educación. Esta es la solución que hemos intentado dar con 
esta resolución del CODICEN. 


SEÑOR HERRERA.- Perdón, pero me veo en la obligación de interrumpirla porque debo retirarme de Sala. Aprovecho la 
oportunidad para manifestar mi satisfacción por la información y los puntos de vista que nos ha brindado el CODICEN. Si entendí 
bien, en octubre se iniciarían los procesos de concurso teórico para poder realizar la parte práctica a partir del mes de marzo, 
cuando se inician las clases. Considero que es una información muy auspiciosa y estaremos atentos para apoyar al CODICEN en 
todo lo que necesite para poder instrumentar esto hasta su último acto. 


SEÑORA ARON..- En primera instancia, quiero marcar que tanto este Consejo de UTU como los anteriores, han manifestado una 
clara voluntad de llamados permanentes a concurso en razón de que desde el advenimiento de la democracia hacía más de veinte 
años que no se realizaban concursos en el área técnica. En el año 1991 comenzaron a hacerse efectivos estos concursos. Algunos 
problemas de índole presupuestal hicieron que en los años 2001 y 2002 se redujeran estos llamados, pero es bueno recordar que 
dentro del Consejo Técnico-Profesional hay 980 asignaturas agrupadas en 290 áreas, lo que dificulta enormemente el llamado a 
concurso. Estamos totalmente afiliados a la postura del concurso para tener la efectividad, y no la regularización por ley. Por lo 
tanto, quiero brindar algunos datos más sobre todo lo que hemos escuchado y que comparto totalmente. 


Van a poder concursar en este llamado -que se aprobó hace unos días junto con el reglamento- más de 500 egresados de los 
distintos centros de formación de la UTU. A su vez, van a poder concursar 1.300 no egresados, lo que hace un total de 1.800 
docentes. Tenemos 3.400 docentes internos en la institución en todo el país, y este concurso atiende a 1.800. Es así que queda 
para la responsabilidad del Consejo de UTU atender mediante concursos a los 1.600 docentes restantes. ¿Cuáles son? Aquellos 
docentes egresados de las áreas técnicas y aquellos docentes interinos no egresados que se dividen, a su vez, en dos grupos. 
Unos son interinos no egresados, pero están en áreas que sí tienen egresos en los Institutos de Formación Docente; ellos no 
hicieron los referidos Institutos, pero existen las áreas de formación. Los otros son interinos no egresados de áreas que nunca 
tuvieron formación en los Institutos. Son diferentes. Por lo tanto, vamos a atender 300 egresados de áreas técnicas, que 
corresponden a 57 áreas de egreso; a 600 no egresados de áreas técnicas y a 700 no egresados de aquellas áreas que no tienen 
egreso en los Institutos de Formación, que atienden 231 áreas, llegando así a las 290 en total. 


Inmediatamente después que el CODICEN llame a concurso general, que atiende a Secundaria y a la UTU en forma conjunta, el 
Consejo de la UTU va a proceder al primer llamado, al de egresados, tal como corresponde. Los 300 egresados de las áreas 
técnicas van a ser convocados a concursar inmediatamente, y en el primer semestre del año que viene llamaremos a los 1.300 
docentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber cuándo fue el último año que hubo egresados del INET. Según tengo entendido, luego 
dejó de funcionar. 


SEÑORA ARON.- Se trata de egresados diferentes. Se han ido cambiando los tipos de egreso todos los años. En 1996 se dejaron 
los viejos egresos de las áreas tradicionales de la UTU pasando a las otras modalidades de convocatoria a egresados 
universitarios para cubrir las áreas de bachillerato y luego se incorporaron los egresados de nuestros cursos técnicos para que 
también pudieran hacer la complementación didáctica pedagógica en el INET. Ahora se está trabajando en una nueva 
reformulación del INET. 


SEÑOR NADRUZ.- Hace cuatro años que el INET está produciendo egresados con otras características, pero son titulados como 
corresponde. 


SEÑORA ARON.- Voy a dejar a los integrantes de la Comisión un material relativo a las horas por departamento. Allí verán las 
dificultades que se tienen para los llamados y los riesgos que conlleva efectivizar masivamente. En los distintos departamentos hay 
baja cantidad de horas por asignatura o por área. Una vez que se efectivizan hay que reconocerles el derecho del pago de la 
unidad docente aunque tengan las horas. Eso dificulta el trabajo del presupuesto, porque si tenemos que pagar muchas horas por 
15,3, no dispondremos de esos recursos para las horas que efectivamente debemos dictar. 


SEÑOR NADRUZ.- Brevemente quiero decir que, de alguna manera, la iniciativa que toma un grupo de Legisladores de la Cámara 
de Representantes y un Senador, no es ajena a algunos planteos que ha tenido el Parlamento para con esta misma situación. Cabe 
recordar que el 18 de diciembre de 1987 el Poder Legislativo aprobó la modificación de un artículo del Estatuto del Funcionario 
Docente que, precisamente, alude a la situación de los interinos. Esa ley tiene dos artículos, uno de los cuales establece que se 
llamará a concurso de méritos y oposición para los provisionales -en aquel entonces se categorizaban de esa manera- y el otro que 
tiene que ver con los concursos para los Institutos de Formación Docente. Por lo tanto, creo que no hay falta de sintonía entre la 
inquietud del parlamentario de hoy y la del Legislador de aquel entonces. Lo que está haciendo el Consejo Directivo Central es 
actuar en el marco de esa modificación del Estatuto que está determinada por ley. En efecto, la Ley N* 15.924, que modifica el 
numeral 4* del artículo 19 de la Ley N* 15.739, establece: "Proveer mediante concurso de méritos y oposición entre docentes 


provisionales o, en su defecto, mediante concurso de oposición libre, los cargos de profesor de Educación Secundaria y Técnico- 
Profesional, en los casos que existan horas o cargos vacantes luego de realizado el concurso para egresados de los Institutos de 
Formación Docente". 


De manera que lo que ha hecho el Consejo Directivo Central en esta oportunidad es tener presente esta ley, que debe haber sido 
también una suerte de caja de resonancia en aquel entonces a nivel parlamentario y, como decía el Consejero Corbo, el Consejo 
Directivo Central por unanimidad entendió que la mejor forma de ingresar al cargo en efectividad sin duda alguna era mediante la 
legitimación de este cristalino procedimiento, que es el del concurso, con algunos niveles de exigencia un poco mayores que los 
que en este momento están estableciéndose en algunos proyectos de ley. Por ejemplo, no se baja al nivel de "Satisfactorio" en la 
calificación. Quienes estamos en la docencia sabemos que hay ciertos cuestionamientos en el desempeño del docente que tiene 
nivel de "Satisfactorio"; el propio Estatuto determina que el que tiene un punto más abajo del "Satisfactorio", que es 51, queda 
eliminado de la lista. Además, estudios estadísticos demuestran que la calificación de los inspectores es bastante asimétrica hacia 
el lado de los "Excelentes" y la de los directores lo es todavía más. 


En definitiva, creo que este concurso nos da una suerte de tranquilidad, por lo menos por las expresiones que escuché de algún 
señor Senador integrante de la Comisión de Educación y Cultura, en cuanto a que estamos en el camino que la propia Comisión 
estaba aguardando. Ahora esperemos que nos vaya bien en este "macroconcurso", porque realmente es un concurso de gran 
envergadura, en la medida en que hay 10.000 personas que van a competir para hacer efectivos sus cargos. 


SEÑOR BONILLA.- Creo que ha quedado bastante claro que estamos trabajando exactamente en la misma línea y con las mismas 
preocupaciones de los señores Legisladores. 


Asimismo, queremos advertir que esta es una tarea muy compleja, que no se ha hecho nunca y que seguramente vamos a tener 
dificultades que trataremos de resolver. Pueden tener la certeza de que vamos a caminar en el sentido de cubrir la mayor cantidad 
de estas situaciones que, repito, son muy diversas y muy complicadas y, en algunos casos, nos van a obligar a una casuística, en 
lo que es la enseñanza técnico profesional que, sin duda, es la más compleja. Sobre esa base, quizás en seis o siete meses 
tengamos resuelta esa cuestión y podamos dejar una educación pública -quería terminar por dónde empecé- bastante más 
profesionalizada que la que heredamos al principio de nuestra gestión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Seguramente vamos a hacer llegar la versión taquigráfica a la Comisión correspondiente de la Cámara 
de Representantes, ya que seguramente hubo un malentendido y fue por ello que no estuvieron presentes en el día de hoy, porque 
la idea era juntar ambas Comisiones. Inclusive, vamos a poner a disposición de ellos los materiales. 


Aunque no es de estilo y la Presidencia no me lo permite, quiero dejar sentado que, naturalmente, para nosotros la satisfacción es 
grande, pero deseo agregar algo. No me gusta transitar por caminos que, por razones de principios, no comparto para lograr 
determinados objetivos. Con esto quiero decir que no me alegro de que se hayan presentado proyectos de ley; yo no lo hubiera 
hecho. Sin embargo, me alegro de que el CODICEN haya tomado medidas para que se busque, por parte de la autoridad docente, 
que es a la que le corresponde, el camino de la efectividad por concurso. Seguramente habrá un lineamiento de futuro para que en 
unos años no tengamos que abordar nuevamente un problema con estas características. No se trata sólo de solucionar el tema 
hacia atrás, sino de ver qué sucede de aquí en más con la profesión docente, con la carrera, con los egresados y con los 
concursos. 


Quiero destacar que estos concursos de oposición libre también existieron, y hubo excelentes docentes de enseñanza media que 
accedieron a sus cargos por esa vía -como se señaló aquí- y que exhibieron siempre con orgullo el hecho de ser -muchos lo ponen 
en sus currículum- efectivos por concurso, que no es lo mismo que efectivo por ley. Creo que eso lo compartimos todos. 


Agradecemos la presencia de los miembros del CODICEN y toda la información que nos han brindado. 
(Se retiran de Sala los miembros del CODICEN) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 51 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


